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NOTA PRELIMINAR ACERCA DEL CONTENIDO DE ESTE VOLUMEN 




			



	    


	 	

	    

			 


            Jaume Vicens Vives nació en Gerona en 1910 y murió en Lyon en junio de 1960. En los cincuenta años de esta vida truncada en plena madurez y en las dos décadas de su plena actividad científica, escribió algunos libros importantes y numerosos estudios que se hallan desperdigados en las más diversas publicaciones, y que hoy serían inaccesibles sin la reciente compilación de su Obra dispersa. Estos estudios, menos conocidos que sus libros, dan la medida justa de la valía de Vicens como historiador, de la amplitud de sus conocimientos y del afán renovador que le movió a aventurarse en distintos campos, abandonando la cómoda reclusión del especialista para abrir caminos que hicieran más fecunda la investigación histórica y, con ello, más profunda y auténtica la comprensión de nuestro pasado. 




			En este volumen se han reunido cinco estudios de historia de España que corresponden a la etapa de madurez de Vicens (fueron escritos entre 1954 y 1960) y que nos ofrecen un panorama muy amplio, tanto en un sentido cronológico (desde la Baja Edad Media hasta el siglo XX), como por su contenido y sus temas, que van desde la estricta historia económica hasta el estudio de las instituciones, e incluyen dos intentos de articular los datos de la historia política con la evolución económica y social de dos períodos de la historia contemporánea española. La intención que ha movido a hacer esta compilación no ha sido la de dar una imagen de la obra de Vicens, sino la de ofrecer a un público más vasto que el que hasta ahora han tenido unos trabajos que poseen plena actualidad y validez, y que conservan intacta aquella fuerza de sugestión, casi provocativa, que Vicens infundía a su obra escrita y a su enseñanza universitaria. 




			El primero de los estudios incluidos es «Coyuntura económica y reformismo burgués». Lo hemos escogido para abrir el volumen, prescindiendo de dar una ordenación cronológica a estos trabajos, porque se trata de una de las obras más características de Vicens. Apareció en el volumen correspondiente a 1954 de Estudios de historia moderna y anuncia las ideas que desarrollaría pocos años después en su libro sobre los catalanes en el siglo XIX. En estas páginas vemos a un hombre que, aunque se muestra respetuoso con la más insignificante parcela de conocimiento aprovechable aportado por sus colegas, pugna por romper el caparazón muerto de una historiografía anecdótica anclada en un interminable desciframiento de las intrigas palaciegas para hallar nuevas perspectivas en la investigación de un fenómeno tan decisivo como la crisis del Antiguo Régimen en España: una etapa de veinticinco años (de 1808 a 1833) que suele aparecer descrita como un período de absurdo y gratuito fluctuar entre el liberalismo y el absolutismo. Vicens parte de los datos económicos para mostrarnos cómo se forma la consciencia de clase de la burguesía catalana, que explicará las actividades adoptadas ante los problemas políticos del país. Si el análisis económico se limita a una óptica coyunturalista (impuesta entre nosotros por la escuela de los Annales), la intención del autor trasciende del mero plano de lo económico, tratando de construir una explicación de historia total, donde economía, política e ideología se integren y se expliquen mutuamente. 




			En segundo lugar se ha incluido una muestra de su labor como medievalista: como estudioso de los problemas del siglo XV, de los que era uno de los mejores especialistas. Se trata de «La economía de los países de la Corona de Aragón en la baja edad media», ponencia presentada al VI Congreso de historia de la Corona de Aragón (en 1957), para la que contó con la colaboración de Luis Suárez Fernández y de Claude Carrère, si bien el planteamiento, la elaboración y las conclusiones son del propio Vicens. En estas páginas, que sintetizan admirablemente la investigación realizada hasta entonces e incluyen los resultados preliminares de trabajos que aún se hallaban en curso de realización, se plantea con una perspectiva amplia y ambiciosa toda la problemática de la expansión mediterránea de la Corona de Aragón, de los condicionamientos económicos que le dieron su peculiar configuración histórica, de sus relaciones con Castilla en el ámbito mediterráneo y, finalmente, del tremendo colapso económico, político y social que condujo a la decadencia catalana del siglo XV. 




			A continuación figura «Estructura administrativa estatal en los siglos XVI y XVII», ponencia escrita para el XI Congreso internacional de ciencias históricas, que se celebró en Estocolmo en agosto de 1960, cuando hacía dos meses que había fallecido el autor. Aquí examina cómo se efectuó el tránsito de los pequeños equipos de gobierno de las monarquías autoritarias del Renacimiento a la compleja organización administrativa que requerían los Estados absolutos de los siglos XVI y XVII, fijando muy especialmente su atención en los problemas suscitados por la edificación de la complicada estructura polisinodial del Estado de los Austrias españoles y en las facetas particulares que en él presentan la corrupción de los funcionarios y la venta de oficios. 




			El cuarto de los estudios recogidos es el más breve, pero tal vez sea el que habrá de suscitar mayores discusiones. «La industrialización y el desarrollo económico de España de 1800 a 1936» es un trabajo que fue escrito para la Primera conferencia internacional de historia económica, celebrada también en Estocolmo y en agosto de 1960. En este breve ensayo avanza una hipótesis acerca del inicio de la revolución industrial en España y de las etapas de su crecimiento económico en los siglos XIX y XX. La empresa era arriesgada porque faltaban (y siguen faltando) los estudios de base en que cimentar con cierta seguridad una interpretación global. La hipótesis de trabajo expuesta en 1960 por Vicens sigue siendo lo más atinado y lo más nuevo (metodológicamente hablando) que se ha escrito hasta hoy acerca de este tema. Para que se entienda cuál es la distancia que separa la obra de Vicens del tono mediocre y provinciano que domina el tratamiento de estas materias en nuestra historiografía, recomiendo al lector que tras haber concluido «Coyuntura económica y reformismo burgués» y «La industrialización y el desarrollo económico de España de 1800 a 1936», busque textos publicados posteriormente, como el artículo de José M. Sanz García «En torno a dos siglos de industrialización española» (publicado en Arbor y reeditado en 1965 en un volumen de Estudios sobre historia de España), o el volumen que contiene las conferencias pronunciadas con motivo de aquel inefable Bicentenario del inicio de la industrialización de España, celebrado en Barcelona en 1967. El simple contraste de la lectura bastará para hacérselo comprender. Estos textos de Vicens siguen sirviendo hoy como arma de combate contra tanta mediocridad amparada en el raquitismo de nuestra investigación, contra tanto laurel académico de cartón pintado. 




			Para cerrar el volumen se ha escogido «España: 1868-1917», una síntesis del complejo panorama de la historia española entre la revolución de 1868 y la primera guerra mundial, que fue escrita para un volumen de «problemas e interpretaciones» de historia contemporánea de Europa, aparecido en Milán en 1960. Nada más alejado de la mera compilación factual que suele encontrarse en un manual: éste es un intento de comunicar a un público no especializado los problemas con que se enfrenta el investigador en el curso de su trabajo y el estado actual de sus interpretaciones. El lector descubrirá en estas páginas un panorama conciso y certero (y, a la vez, el más estimulante que hasta ahora se haya escrito) de un período crucial de nuestro pasado que abarca medio siglo: cincuenta años repletos de acontecimientos que vieron una revolución, una república, dos dinastías distintas, una guerra civil; pero, sobre todo, grandes transformaciones en nuestra sociedad. Los mecanismos políticos de la Restauración (el tinglado de la farsa parlamentaria que no se asentaba en unas formas democráticas auténticas, sino en la gran mentira del caciquismo) se estudian en contraste con el crecimiento de la agitación obrera y de las tendencias disidentes representadas por el laicismo y por los nacionalismos periféricos. Viene después, como sirviendo de gozne entre dos etapas distintas, la crisis de 1898: tras ella se abre una época en que se suceden el regeneracionismo y su breve momento político, el fracaso del reformismo maurista, la experiencia de Canalejas y, a su muerte, la descomposición de los partidos tradicionales. Nada es desdeñado en este cuadro, desde el dato político hasta la evolución intelectual, pasando por el crecimiento económico o el desarrollo de los movimientos obreros. Estas páginas, que resumen lo que sabemos y nos advierten de lo mucho que nos falta por saber, son la mejor introducción al estudio de la historia de España en el siglo XX. 




			Característica común de estos cinco estudios es su afán combativo. Combate contra el tópico adormecido en las páginas de los manuales y en las tradiciones de la enseñanza; inquietud por asimilarse unos métodos nuevos que permitan llegar a comprender mejor las cosas y a explicarlas mejor (una aspiración que desborda el terreno meramente científico, puesto que una correcta comprensión del pasado es un instrumento imprescindible para la construcción del futuro). Todo en estos textos nos habla de una voluntad de ir más lejos: no son una meta de llegada, sino un testigo que se entrega en el relevo al corredor que debe seguir adelante. Tras la muerte de Vicens, la ciencia histórica no ha detenido su avance: nuevos problemas preocupan a los investigadores, nuevos métodos les plantean el reto que implica la correcta asimilación de técnicas cada vez más difíciles, pero que ofrecen en contrapartida la promesa de resultados inalcanzables hasta ahora. Entre nosotros, por desgracia, el ejemplo de Vicens, que intentó situarse a la altura de los más avanzados, no ha suscitado la debida emulación. Nuestra historiografía permanece en su mayor parte sorda a lo que sucede en el mundo. Estos estudios de Vicens tienen hoy un tono de fresca y rotunda novedad en comparación con la mayoría de lo que se publica en nuestro país. Cabe esperar que este contraste estimule, sobre todo a los jóvenes, a recoger la lección y a aspirar a un trabajo científico más ambicioso y más honesto. 




			JOSEP FONTANA 




			



	    


	 	

	    

			 


            
COYUNTURA ECONÓMICA Y REFORMISMO BURGUÉS* 




			



	    


	 	

	    

			 


            DOS FACTORES DE LA EVOLUCIÓN DE LA ESPAÑA DEL ANTIGUO RÉGIMEN
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			Una de las principales preocupaciones del historiador de los sucesos de la Edad Contemporánea en España debe ser la de reducir a comprensión los cambios políticos acaecidos en el país entre 1808 y 1837. Hasta la fecha, a pesar de las más nobles e imparciales tentativas, que omitimos consignar, el estudio de este proceso se ha limitado por lo común a una acotación de las peripecias de la política cortesana y parlamentaria, según que hayan prevalecido en la vida política el absolutismo de Fernando VII o la agitación oratoria de las Cortes de 1812-1814 y 1820-1823. Este procedimiento ha dado lugar a un confusionismo indescriptible, en el que suele perderse toda coherencia para dar lugar a los resultados más sensacionales e imprevistos. A través de la mayoría de relatos históricos, el humor personal, el capricho partidista y la veleidad espiritual parecen dominar la escena de la historia de España en la crisis final del Antiguo Régimen, como anticipando lo que, a juicio de algunos, fue el resto de la vida del país en el siglo XIX: pura baladronada de unos cuantos insensatos para provocar la ruina interna de la nación y su descrédito ante el extranjero.




			Nos resistimos a creer que nuestros bisabuelos puedan reconocerse bajo tan sombrías tintas, y estamos sospechando que tanto desastre debe achacarse más a la lupa empleada hasta la fecha por los historiadores procedentes del periodismo o del campo político partidista que a la verdadera actuación social de nuestros antecesores. En efecto, tan pronto se intentó bucear en alguna corriente profunda del subsuelo histórico español, se ha comprobado que existían en él líneas firmes y coherentes, que sólo era preciso seguir para alumbrar la verdad —aunque sólo fuera una parcela de la verdad—. A pesar de los baches inevitables que se registran cuando se explota por vez primera un terreno virgen, tal es el mérito que cabe reconocer en los estudios de Federico Suárez, Hans Juretschke y Vicente Llorens1 sobre filiación del liberalismo, romanticismo y del tradicionalismo hispánicos.




			Aun incurriendo en el mismo riesgo —el de los baches—, intento en estas notas rastrear otros filones del cambio de la estructura histórica española en los albores del siglo XIX. Sin olvidar el interés que merecen los estudios de filiación intelectual, intentaré demostrar cómo la coyuntura económica, el desarrollo industrial y la formación de la mentalidad burguesa moderna coadyuvaron de modo decisivo en la transformación de la sociedad española del Antiguo Régimen y prepararon el advenimiento del sistema liberal en España.
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			La situación económica y financiera de España fue, a lo largo del reinado de Fernando VII, una piedra de toque para medir el éxito político de los gobiernos del absolutismo restaurado. Sin comprender exactamente las líneas generales de tal coyuntura no puede abordarse el estudio de los problemas políticos planteados en aquella etapa.




			No se han medido a fondo las desfavorables consecuencias que provocó para el futuro económico de España la guerra de la Independencia. Sobre este particular deberían hablar las cifras: pero las cifras esperan todavía su obstinado investigador. En la actualidad sólo podemos afirmar, globalmente, que el país quedó arruinado, su hacienda deshecha y el comercio y la industria paralizados. España, que se había beneficiado notoriamente del desencadenamiento de la primera gran onda larga del ciclo capitalista decimonónico —iniciada en 1789— y de su posición periférica respecto al centro de la vorágine guerrera creada por la Revolución francesa,2 chocó con la realidad de este conflicto al ser incluida en la aventura napoleónica. Seis años de guerra empobrecieron su agricultura y desarticularon su hacienda, a la par que el comercio periclitaba ante el corso y la industria sucumbía ante la escasez de numerario, la inseguridad de los tiempos y la irrupción en el mercado de productos extranjeros. De todo ello han hablado, aunque en términos imprecisos, Juan Sardá y José M.a Fontana.3




			Liberada España de las tropas napoleónicas, el principal empeño de cualquier gobierno de aquellos años debía centrarse en la restauración económica del país. Esta empresa era tanto más difícil cuanto, a partir de 1813, se asiste a la fase decadente de la primera onda larga decimonónica, cuyo punto más bajo se alcanzará en 1830. Pues bien, si desde el regreso de Fernando VII hubo en España un criterio de restauración en el orden político, falló totalmente el pensamiento económico. Es importante, pues, comprobar que durante todo el reinado de Fernando VII España se movió en la fase de un período de contracción, mucho más acentuado que en el extranjero por el empeño en mantener una política inmovilista, de cerrado tradicionalismo monetario, cuya única salida había sido desde 1817 una deflación violenta y la paralización total de los negocios.4




			Ciertamente, en 1821, al socaire del triunfo de los liberales, las Cortes intentaron doblar el cabo del estancamiento financiero del país acudiendo al único remedio que imponían las circunstancias: empréstitos exteriores, de un lado, y devaluación de la moneda, de otro. Según la concepción de los economistas constitucionales, España tenía que dejar de ser el filón argentífero de Europa, renunciando a una moneda de alto valor que desaparecía inmediatamente por las fronteras y, era reemplazada por divisas francesas, inglesas y portuguesas de menor tenor de metal precioso.5 Ello habría conducido a estabilizar los precios, algo recuperados en 1820. Desgraciadamente, la presencia del ejército francés en 1823 y la subsiguiente revocación de aquella medida previsora, abocó al país a un nuevo período de precios bajos, de desorden monetario y de absoluta ineficacia económica. El cuadro que publicamos (pág. sig.), construido según las cifras dadas por Sardá para la plaza de Barcelona,6 prueba la extensión de la fase de contracción durante el resto de la época de dictadura personal de Fernando VII.




			Desde 1823 la situación se agravó considerablemente por el hecho de continuar el drenaje de la moneda fuerte española hacia Europa, pero sin el imperio colonial que antes era su manantial inagotable. Fernando VII y sus ministros no alcanzaron a hallar otro remedio que el de acudir al empréstito exterior. Pero el dinero sólo vino a España a costa de grandes quebrantos. De los 2.000 millones de reales en que aumentó la deuda pública española entre 1824 y 1834, sólo la mitad entraron en el país.7 Pero aun esos mil millones de reales tuvieron escasa repercusión en su economía. Baste decir que en el mismo lapso las cecas españolas sólo acuñaron la exigua cifra de ocho millones de reales, menos del 1 por 100 del total importado. Nadie se ha preocupado hasta la fecha de indagar el paradero del resto, aunque los más suspicaces atribuyeran la desaparición a inconfesables negocios de los círculos allegados a la Corte. En todo caso, dos hechos incontrovertibles se desprenden del movimiento hacendístico en la denominada Década ominosa: de un lado, la circulación del napoleón francés como signo de hegemonía extranjera desde los días de la invasión revolucionaria,8 y, de otro, el auxilio prestado por banqueros afrancesados y liberales al sostenimiento del trono de Fernando VII. Los empréstitos del barcelonés Gebhardt y del exiliado Aguado sostuvieron la dictadura de Fernando VII desde los años críticos de la revuelta de los agraviados catalanes,9 inclinando sin duda al soberano a una política de mayor benevolencia respecto al partido afrancesado —aquí situamos al grupo del Ministro de Hacienda López Ballesteros—, y preludiando, mucho antes del matrimonio del monarca con María Cristina, la claudicación de la Corte ante los elementos liberales.
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			Figura 1. Evolución de los precios al por mayor en Barcelona, de 1812 a 1856, según las cifras dadas por Sardá (base: 1913 = 100).


			

			 




			Las necesidades financieras de los gobiernos de Fernando VII abrieron el acceso al poder no sólo a determinados elementos filoliberales, enciclopedistas y afrancesados, sino también a la burguesía. Esta última no podía contemplar inmóvil el oprimente colapso de la economía española, ya que en él se implicaba la ruina de sus particulares intereses. Por esta causa su intervención en los negocios públicos selló con rasgo característico el despeje de la incógnita de la situación política que planteaba la indecisión de Fernando VII entre apostólicos y liberales.
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			Cuando hablamos de burguesía española entre 1750 y 1833, no nos referimos a una clase social inconcreta, como se acostumbra hacer al tratar de este período, sino taxativamente a los comerciantes sin almacén abierto y a los fabricantes e industriales del algodón y de la seda. En esta verdadera acepción de la palabra, los únicos estamentos burgueses de España correspondían a los comerciantes gaditanos y a los comerciantes y fabricantes catalanes.10 Nuestro trabajo, por razones de honestidad histórica, se ha de limitar a estos últimos.




			Es temerario creer que el desarrollo de la economía catalana a lo largo del siglo XVIII, fue promovido por las medidas «ilustradas» de los gobiernos de Carlos III. Éste es uno de los tópicos que vienen perdurando sin motivo, sobre todo después del concluyente estudio de Pierre Vilar sobre las transformaciones económicas registradas en Barcelona en aquella centuria.11 Según este autor, el auge comercial e industrial de Cataluña aparece entre 1730 y 1760 como consecuencia de un fenómeno general de alza de precios, que afectó a toda España, pero que en aquella región supo aprovecharse invirtiendo en las explotaciones agrícolas, las transacciones locales, el comercio internacional y la industria las ganancias entre los márgenes del negocio y las tarifas del trabajo, mantenidas al nivel tradicional por la continua afluencia de mano de obra (progreso demográfico). A un primer período de preparación (1730-1735), sucedería otro de realizaciones (1745-1760), que daría lugar a una primera capitalización de los recursos del país. Entre 1760 y 1770, mucho antes, por tanto, de que Cataluña alcanzara la libertad oficial de comerciar con América (1778), se registra una tendencia al cambio de estructura económica en el ámbito peninsular, caracterizado por el desplazamiento de su centro de gravedad de la Meseta a la periferia, En 1775 las curvas de precios revelan (fig. 2) la consumación de este fenómeno. Hacia fines del siglo, el impulso es tan considerable que Barcelona casi duplica a Madrid por el tenor de los salarios pagados. La capital de Cataluña se convierte en foco de atracción, al que acuden incluso los obreros de Rouen. La inflación en los beneficios, los espléndidos resultados del comercio y la estabilización del cambio por una clase social que lo dirige y saca grandes provechos del mismo.12




			A cada nueva fase de progreso económico, la burguesía catalana adquiere mayor desarrollo y presiona al gobierno para obtener nuevas ventajas. He aquí una afirmación que no concuerda con la definición formulada por J. Sarrailh al referirse a los elementos reformistas del siglo XVIII: «un roi, quelques hommes: grands seigneurs, politiciens, prélats, artisans intelligents et quelques sociétés “d’espris éclairés”».13 La burguesía catalana, desde luego, no propugna reformas quiméricas, ni quizá posee una línea de orientación política definida. Esto último vendrá más tarde, cuando la convulsión revolucionaria y la guerra de la independencia la enfrenten con su propio destino. Pero exige reformas prácticas y se adelanta a ellas utilizando las grandes armas que tiene a su disposición: el dinero y la técnica, que conquistan fuertes posiciones en torno al trono.




			Examinemos más de cerca la sucesiva formación de la estructura burguesa catalana, centrándola, eventualmente en Barcelona. En 1756, en la etapa que hemos llamado de las realizaciones, se constituye, por privilegio de Fernando VI, la Real Compañía de Comercio de Barcelona. Integran la Junta particular de la misma grandes comerciantes, muchos de ellos ciudadanos honrados y nobles terratenientes. He aquí la lista: don Buenaventura de Milans, Bernardo Gloria, Agustín Gibert y Anrich, Ramón Picó, don Domingo de Durán y de Muxiga, don Francisco de Busquets, don Francisco de Clota, don Antonio Francisco de Milans, Jaime Guardia y Morera, Esteban Matas, José Puiguriguer y Clarina, Pedro Gecseli, Francisco Puget, Francisco Oller, Juan Vidal y Mir, Juan Pongem menor y Domingo Verdaguer.14 El encabezamiento honorífico tiene aquí un justo valor social (nobles y caballeros), mientras que los demás nombres, como los de Bernardo Gloria y Ramón Picó, responden a la antigua y privilegiada condición de ciudadanos honrados de Barcelona, o bien al nuevo lustre concedido por los beneficios industriales en el incipiente arte de las indianas: tal José Puiguriguer y Juan Pongem, troncos de importantes familias burguesas en la Cataluña ochocentista.
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			Figura 2. Índice de precios de Madrid (Hamilton, línea de trazos) y Barcelona (Vilar, línea seguida) entre 1737 y 1798. Base: 1737-1750 = 100.


			

			 




			

			Estos comerciantes constituyen el nervio de la junta Particular de Comercio de Barcelona, reglamentada por Carlos 111 el 24 de febrero de 1763, a consecuencia de activas gestiones de los elementos interesados en el progreso del comercio, la agricultura y «las fábricas» del Principado.15 En efecto, desde 1758 se habían agrupado en un Cuerpo de Comerciantes, cuya matrícula se conserva en el archivo de la extinguida junta de Comercio.16 Figuran en ella 41 nombres, los arriba indicados, más otros 24 de diversa condición social. En conjunto había 5 nobles (Buenaventura de Milans, Francisco de Busquets, Domingo de Durán, Tomás de Llança), 8 ciudadanos honrados de Barcelona (Bernardo Gloria, Agustín Gibert, Ramón Picó, Pedro Benzi, José Fábregas, Melchor Guardia, Miguel Francisco Pujol y Juan Bautista Pujol) y 25 comerciantes (17 de Barcelona, 3 de Mataró y uno de cada una de las siguientes poblaciones: Arenys de Mar, Monistrol, Lérida, Sabadell y Santa Coloma de Queralt). Entre tales comerciantes figuran, además de Puiguriguer, Pedro Gecseli y Francisco Puget, Juan Vidal y Mir, Juan Pongem, fundadores de la Real Compañía de Barcelona, otros cuyas actividades debían moverse en plano parecido: esto es, el tráfico comercial con América.




			Para tener idea aproximada de la generación representada por esta primera matrícula oficial de comerciantes barceloneses, debe tenerse en cuenta que los más jóvenes —Melchor Guardia y José Francisco Seguí— contaban en 1758 veinticinco años, mientras que habían cumplido setenta y tres Francisco de Busquets y Francisco Puget, los cuales habían conocido, sin duda, las luchas de Barcelona contra Felipe V. La mayoría oscilaba entre los cuarenta y los sesenta años, de acuerdo con este esquema:
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			El promedio vital de cada uno de los comerciantes matriculados en 1758 era 53,41 años, cifra elevada que responde a la formación lenta de la clase burguesa que consideramos.




			En los años sucesivos el reclutamiento social y cronológico de los miembros del referido Cuerpo de Comerciantes varió bastante. En 1761 fueron admitidos 21 miembros; en 1762-1764, otros 20. Entre los primeros figuraban dos nobles (Francisco de Milans y Antonio de Durán) y tres ciudadanos honrados (José Gloria, Miguel Alegre y Mariano Picó); entre los segundos, sólo un ciudadano honrado: Mariano Canals. El promedio vital habíase modificado radicalmente de acuerdo con el siguiente cuadro:
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			Se trata, evidentemente, de otra generación, la de los hombres de 30 a 40 años, surgidos a la vida económica con la apetencia producida por los buenos negocios del reinado de Fernando VI. El promedio de la nueva promoción de matriculados refleja el cambio: 38,51 años. Esta cifra indica la inyección de juventud que experimentó el cuerpo de Comerciantes y que continuó, en líneas generales, en lo sucesivo.




			En cuanto a la procedencia geográfica de los comerciantes matriculados entre 1762 y 1764, la mayoría procedían de Barcelona (29). Los 12 restantes eran agentes del Principado (4 de Mataró, 2 de Sarriá, 1 de La Bisbal, 1 de La Escala, 1 de Tortosa, 1 de Alforja, 1 de Vich y 1 de Teyá).




			Hallamos así definidos, dentro del mismo grupo social burgués, dos generaciones distintas. La que había rehecho la prosperidad del Principado, partiendo del momento ruinoso de 1714, y la que vivía la primera época de realizaciones del comercio colonial. La más antigua constituye, de modo específico, la gran burguesía comercial barcelonesa del siglo XVIII, análoga, en líneas generales, a otras burguesías mercantiles de los principales puertos de Occidente en la misma época. La más joven consiste, según toda probabilidad, en los innovadores de la transformación industrial, comerciantes enriquecidos que invirtieron parte de sus recursos en el desarrollo de la industria de indianas.




			Esta sugerencia —la aparición de la generación de los industriales de indianas— viene corroborada por los siguientes hechos. Como es sabido, la primera fábrica de indianas establecióla en 1738 en Barcelona Esteban Canals y Garau.17 Pero como cuerpo colectivo de intereses no aparece hasta la protesta que en 1760 elevaron al gobierno de Carlos III los fabricantes de «indianas, lienzos pintados, cotonías, blavets y demás tejidos de algodón» contra la pragmática concediendo la libre introducción en España de los productos similares extranjeros. La pugna para imponer su criterio a los secretarios de Estado del Ramo duró hasta 1770, y en este decenio empezó a robustecerse el espíritu colectivo del grupo. Cuando Carlos III accedió definitivamente a sus peticiones en esta última fecha, los fabricantes de indianas pudieron aceptar el papel que el gobierno español les reservaba en el fomento del algodón americano y reunirse en la titulada Compañía de Hilados de Algodón, escriturada ante el notario Baltasar Oliveras, 24 de agosto de 1772.18 Esta Compañía constituye el símbolo de la segunda generación burguesa, del mismo modo que la Compañía de Barcelona lo era de la primera.




			Ahora bien, estudiando los nombres de sus 25 fundadores, hallamos en su seno 6 comerciantes matriculados: Juan Pablo Canals, José Gloria, Miguel Formentí, Sebastián Anglí, Antonio Pongem y José Francisco Seguí, cuyas edades eran, por aquel entonces (1772), de 42, 49, 57, 46, 37 y 39 años, respectivamente, lo que los empalma directamente con la segunda generación que se desprende de la matrícula del Cuerpo de Comerciantes. Cabe suponer que sus colegas de la Compañía de Hilados no les aventajarían en edad; pero ello sólo quedará comprobado cuando se analicen sus biografías y se examinen los contratos de compañías industriales que fundaron. Pues un nuevo fenómeno aparece en esta generación industrial de indianas: la amplia constitución de sociedades para explotar la industria algodonera (de los 25 miembros de la Compañía de Hilados, 13 eran sociedades en compañía).




			Definir los deseos de estos dos grupos burgueses que de 1763 a 1782 coincidieron en el Cuerpo de Comerciantes y estuvieron representados por la Junta de Comercio de Barcelona, es hoy día todavía muy difícil. De la Junta de Comercio conocemos su espíritu innovador, su afán de progreso técnico, su plan de difusión cultural y científico, sus relaciones con los hombres más caracterizados del Despotismo Ilustrado español: Ricardo Wall, Campomanes, Floridablanca. Pero todavía ignoramos el espíritu público que informaba sus gestiones.19 Cierto es que, apenas constituida la Junta, decidióse adquirir en Francia una Cyclopedia, sin duda la famosa Encyclopédie de la Ilustración;20 pero este argumento es válido de manera muy relativa para abonar la difusión del pensamiento ilustrado entre los burgueses de Barcelona. Ni el mismo nombre de Antonio de Capmany, con toda su magnitud, serviría de prueba general y concluyente. Lo que sí podemos afirmar es el amplio deseo de reformismo económico y administrativo que movió a la Junta de Comercio, no sólo para proteger a la industria catalana, sino también a la agricultura, el comercio y el bien común —la fábrica—, contra la rutina burocrática y el inmovilismo gremial. Después de siglos de silencio, la burguesía barcelonesa sólo sabía balbucir sus claros deseos de reforma del país proclamando las palabras «libertad de comercio y de fabricación».21




			



			 






			IV




			



			 






			Entre 1792 y 1797 asoma en la historia de Cataluña la tercera generación burguesa. El motivo es obvio: la gran oleada de prosperidad que experimentó el país a partir de 1760 y concretamente a consecuencia del comercio con América (especialmente, el azúcar) y de los fabulosos negocios realizados desde el desencadenamiento de la Revolución francesa, redondeó las grandes fortunas e hizo ascender una nueva clase de parvenus. Basta contemplar el cuadro del desarrollo del comercio barcelonés a fines del siglo XVIII —formulado de acuerdo con los datos recogidos del derecho de periaje—22 para percatarse de la favorabilísima coyuntura que permitió el salto definitivo del capitalismo comercial al industrial en Cataluña (fig. 3).




			Ciertamente, la burguesía de viejo cuño —comerciantes y fabricantes de indianas— no contempló con buenos ojos el movimiento revolucionario francés. Los trabajos de Miguel de los Santos Oliver y Ángel Ossorio y Gallardo23 prueban la actitud antirrevolucionaria de aquel sector social, que respondió afirmativamente al sentido tradicionalista que entonces demostró Cataluña. Otros autores, como Carrera Pujal, han contribuido con nuevas y valiosas aportaciones a consolidar este punto de vista. Nada menos que 115 fabricantes algodoneros de Barcelona hicieron donativos para las ocurrencias de la guerra con Francia.24 Pero esta comprobación no encierra la exclusión de todo sentimiento filorrevolucionario en el seno de la sociedad catalana: ni entre los intelectuales de la ciudad y las provincias, ni entre el pueblo, que acudía a las tertulias de las reboticas de los libreros de Barcelona, cuyas noticias propalaban después los que el Barón de Maldá designó con el nombre de «noveleros».25
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			Figura 3. Desarrollo de las recaudaciones por derecho de periaje en el puerto de Barcelona, según datos de Ruiz y Pablo, Carrera Pujal y J. Vicens, entre 1760 y 1804. Obsérvense las caídas provocadas por las guerras contra Inglaterra (1779-1783, 1797-1802) y el brusco aumento durante la Revolución francesa (1789-1791).


			

			 




			Pero prescindiendo de su actitud política, la burguesía acogió como verdadero maná la lluvia de oro que la Revolución depositó en sus talegas. Una fiebre de negocios se apoderó de Barcelona, una ciudad que nacía definitivamente al rango de gran metrópoli capitalista. El comercio con América —tutelado ahora por los mismos ingleses— debió de ser sensacional, a juzgar por las estadísticas aludidas, y, asimismo, paños, sedas y contonías catalanes hallaron en el interior peninsular un mercado sin competencia.




			Paradójicamente, ese fecundísimo período cancela el esplendor de la Junta de Comercio y del Cuerpo de Comerciantes. A partir de 1788 —cuando se registraron todavía once admisiones a la matrícula mercantil catalana— nadie parece tener interés en formar parte de tan ilustre organismo. Entre 1788 y 1794 sólo se señalan cuatro admisiones. De pronto, en 1794, una serie de órdenes de la Junta Suprema de Comercio dispusieron el ingreso de 17 nuevos miembros en la Matrícula: en particular, banqueros. En adelante, éste será el procedimiento utilizado. Se dibuja una casta burguesa que, rompiendo con el criterio liberal característico de la Junta, tenderá a convertirse en sector privilegiado, reaccionario social y económicamente. El hecho de que por Real Acuerdo de 1801 se admitieran tres representantes gremiales en el seno de la Junta de Comercio26 corrobora el sentido retrógrado que tomó la institución a partir de la Revolución francesa.




			Por aquellos días debió también periclitar la Compañía de Hilados de Algodón, de la que aún se nos habla en 1799. El motivo de la cita es muy importante: una escritura notarial de fecha 10 de mayo de 1799, por la que se constituye el Cuerpo de Fábricas de Tejidos e Hilados de Algodón.27




			Nos hallamos, sin duda de ningún género, ante la tercera generación burguesa catalana. Los 50 industriales que, inducidos por la necesidad de defender sus intereses ante la crisis provocada por la guerra contra Inglaterra, acordaron unirse para acudir a las autoridades del Estado, integran la célula de lo que, en el futuro, será poderoso árbol en la Comisión de Fábricas y el Fomento del Trabajo Nacional. Los califica el nombre de tejedores que ostentan. Ya no se trata de los grandes comerciantes de la ruta americana, ni de los poderosos fabricantes de indianas e hilados de algodón. En general son gente sencilla, cuyos apellidos prueban el abolengo menestral o campesino. Sus medios financieros son escasos. Acuerdan sostener los gastos del Cuerpo con una modesta contribución semanal de un xavo (un ochavo de real) por telar y máquina. Cuando se les exige una aportación en metálico para apresurar trámites, sólo tres de ellos hacen un donativo de 8 duros y uno de 6. La mayoría se contentan con aportar un duro.28 ¡Cuán lejos nos hallamos de las 16 libras que, como mínimo, cotizaba un fabricante de indianas en 1772 para su Compañía de Hilados de Algodón!




			Algunos de ellos eran los mismos que en 1793 se habían sumado a los industriales de la indiana para contribuir a la guerra contra el francés. ¿Comulgaban en 1797 con idénticos principios, cuando el gobierno de Carlos IV hacía frente común con el antiguo adversario para luchar contra la poderosa Inglaterra, que cerraba los caminos a todo comercio y arruinaba la incipiente industria textil catalana? Sólo una paciente investigación en los archivos podrá aclararnos tan importante pregunta.
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			La guerra de Independencia sella el momento en que una nueva generación, como en el resto de España, aparece en Cataluña. Llámese de 1808 o de 1812, el guarismo no importa. La formidable convulsión destruyó el viejo orden de cosas e impuso a todos los protagonistas del drama —por vez primera, el pueblo en sentido lato— una actitud respecto al presente y al futuro del país. Desgraciadamente, no abundan los estudios que nos informen sobre las características específicas del pensamiento político y de las corrientes de pensamiento de cada grupo social. Conocemos las manifestaciones externas del sentimiento catalán gracias a las obras de Desdevises, Rahola, Soldevila y Mercader.29 Los textos recogidos en las proclamas, las deliberaciones de la Junta Suprema del Principado, la correspondencia oficial y la publicística coinciden en presentar el alzamiento de Cataluña como una violenta reacción antinapoleónica, realizada en defensa de la trilogía Religión, Patria y Rey. Pero si no existen dudas sobre la casi unanimidad del sentimiento antifrancés, que en Cataluña deriva de fines del siglo XVII y se había caldeado con los acontecimientos de la Guerra Gran, ni tampoco el fervor con que se empuñaron las armas en defensa de la tradición católica, en cambio las palabras Patria y Rey, profusamente empleadas, respaldaron, seguramente, conceptos de muy distinto valor para quienes las utilizaron. Esta afirmación, válida para toda España, encuentra en Cataluña matices que le son propios.




			Si durante los seis años de guerra contra Napoleón fue firmísimo el sentimiento de adhesión a la causa dinástica de Fernando VII y profundo, aunque más confuso, el de pertenecer a una misma colectividad que desde Barcelona a Cádiz y de Cádiz a Oviedo luchaba por su propia existencia, esta comprobación no empece adscripción al absolutismo político ni al centralismo ministerial que se habían derrumbado en 1808. Días antes de las luctuosas jornadas de mayo de 1808, en un memorial que debían elevar a la Corte de Bayona los representantes del Ayuntamiento de Barcelona, se hacía constar el deseo de esta Corporación de que «en todas las provincias que tienen fueros particulares se guarden éstos religiosamente por todos los tribunales».30 Este criterio de tradicionalismo histórico, que podría definirse como provincialista, continúa predominando a lo largo de la contienda, e informará de modo pleno la actuación de la Junta Superior del Principado y de los círculos en torno, como se demuestra de modo palmario en los acuerdos del Congreso de Solsona de 1810 al imponer el juramento de defender las exenciones, buenos usos y costumbres de Cataluña.31 La vuelta a la tradición como medio de evitar los errores del pasado se dibuja lentamente como fórmula de un futuro mejor. De aquí, sin duda, nacerá el reformismo histórico del partido realista, que se desplegará concretamente en el manifiesto del barón de Eroles, noble catalán, en los mismos días que el famoso manifiesto dado por la Regencia de Urgel en 1822.32




			Al lado de esta corriente, y dejando al margen el pensamiento minoritario de los intelectuales afrancesados, como Tomás de Puig, o el cosmopolitismo ideológico de un Capmany, nos interesaría rastrear las causas que hicieron posible la aparición de un clima liberal en la Cataluña de 1820. Es indudable la existencia de fuerzas innovadoras en el seno de la sociedad catalana entre 1814 y 1820. En 1815 Ballot publica su Gramática Catalana, que empezó a redactar en 1810. De 1798 a 1819 los hermanos Ignacio Torres Amat (muerto en 1811) y Félix Torres Amat preparan el Diccionario de escritores catalanes. En julio de 1815 se inaugura en Barcelona una «Sociedad Filosófica», cuyo miembro más relevante será el distinguido poeta y economista liberal Buenaventura Carlos Aribau.33 En el mismo año, el fogoso fray Eudaldo Jaumandreu (que en 1820 será constitucionalista decidido) comienza sus explicaciones de economía liberal, entendidas, como dirá más tarde, para oponerse a la «enseñanza antigua, tenebrosa y rutinaria».34 Estos signos de reformismo liberal, que se manifestarán tan pujantes en la generación posterior, la de los románticos y del Estatuto Real, deben hallar sus precursores en los mismos años de la ocupación francesa en Cataluña. Y, sobre todo, lo importante es descubrir el mecanismo que hizo posible que el constitucionalismo se elevara como pabellón de la burguesía catalana entre 1820 y 1930.




			Es indudable que la única preocupación de los comerciantes y fabricantes de Barcelona en 1808 era asegurar para sus negocios el mayor esplendor y los mayores beneficios. Para ellos la política de Godoy —la aproximación a Francia y la guerra contra Inglaterra— había resultado nefasta, porque favorecía el contrabando a lo largo del Pirineo y causaba enormes perjuicios al comercio americano. Por esta causa, un movimiento de júbilo acogió significativamente en Barcelona la caída del príncipe de la Paz. Pero los proyectos de Napoleón desbordaron tan optimistas previsiones. Ante el riesgo de aceptar una orientación política y económica todavía más sujeta a los deseos de Francia, los burgueses barceloneses expresaron sus deseos de que se les concediera un puerto franco y se mantuviera la política proteccionista seguida por Carlos III.35 El levantamiento popular y la ocupación napoleónica hicieron vanas estas demandas. En línea general la burguesía, entre 1808 y 1814, se recluyó en sus casas,36 mientras periclitaba la producción industrial y decaía el tráfico mercantil. Pero no debe olvidarse que guardaba el oro de los beneficios obtenidos durante el gran período de prosperidad de 1780 a 1804.




			Un grupo de comerciantes, sin embargo, alternó con los hombres de negocios extranjeros que la oleada napoleónica llevó hasta Barcelona. La cooperación con negociantes, fabricantes y técnicos extranjeros había sido moneda corriente en la ciudad durante el siglo XVIII. Sospechamos que a raíz de la euforia económica de las dos últimas décadas del siglo, esta corriente se intensificó, dando lugar a la creación de importantes firmas comerciales francesas, italianas, inglesas e incluso norteamericanas en la ciudad.37 Durante la ocupación francesa los comerciantes extranjeros hicieron su agosto en Barcelona, convertida por la fuerza de los hechos en punta de la especulación y del agiotismo de la época. En un interesantísimo trabajo,38 Mercader ha puesto de relieve la excepcional coyuntura que vivió entonces la capital de Cataluña: mientras las fábricas estaban paralizadas, afluían a la ciudad, por los caminos de mar y tierra, sumas considerables de cereales y partían de ella algodones, géneros coloniales y metales. De este enorme tráfico, realizado muchas veces clandestinamente, se beneficiaban no sólo las autoridades y tropas napoleónicas, sino también los jefes y las tropas de los llamados insurgentes. Colosales negocios se realizaron en aquel período en Barcelona, de los que salieron beneficiados, en primer término, los negociantes extranjeros, pero en los cuales no dejaron de tener participación los naturales del país. Si gracias a Ruiz de Pablo, Mercader, Roustit y Broussolle39 tenemos hoy una idea bastante clara de la actuación de los hermanos Durand, especialmente del llamado Raymond, de Perpiñán; Boyer y Fonfrède, de Toulouse, y de sus colegas franceses Perret, Arabet Gautier y Cía., Compte y Cía., Joseph Lajust, Sargelet, Sagnier y Cía., Lardon; de los norteamericanos Thorndike y Carrol (este último cónsul de su país en la ciudad); de los Moly, Pollan, Dodero, Garetta, Gebhardt, Bacigalupi y otros muchos que aún quedan por clasificar en sus negocios y relaciones, en cambio poco se sabe de los naturales del país que les ayudaron en sus andanzas comerciales entre patriotas y afrancesados. Pero no solamente es indudable que existieron, sino que también conocemos el nombre del más importante de ellos: Gaspar Remisa y Mialons, el futuro jefe del Real Tesoro durante los últimos años de Fernando VII.40 Este grupo de «asentistas», grandes especuladores del mercado negro, constituyen una nueva promoción burguesa en Barcelona.
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